Don Javier García Jiménez, miembro de las Cortes de Navarra y portavoz del grupo parlamentario del Partido Popular de Navarra (PPN), al amparo de lo dispuesto en el Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente moción para su debate en el próximo Pleno del 8 de mayo:
Exposición de motivos
Es evidente y manifiesto que tanto Navarra como el conjunto de España están sufriendo un contexto de acceso a la vivienda complejo y adverso. E indudablemente uno de los muchos aspectos que están contribuyendo a ello es el fenómeno de la okupación, el cual contraviene la seguridad, la convivencia y el derecho a la propiedad.
Según un estudio del portal Idealista, en España el 2,6 % de las viviendas anunciadas en su página están okupadas, lo cual se traduce en 20.464 inmuebles. Y un reciente informe divulgado por el Instituto de Estudios Económicos reveló que las denuncias por ocupación ilegal se dispararon un 34,5 % entre 2018 y 2024 y que los tiempos de desalojo han aumentado un 50 % en el mismo periodo.
En España hay 80.000 inmuebles okupados y 25.000 inquiokupados y, en el ranking de protección de la propiedad privada, nuestro país está retrocediendo posiciones ocupando ya el puesto 22 entre los 37 -de la OCDE- analizados.
Las políticas promovidas en los últimos años han dejado a los propietarios indefensos ante el incremento de la ocupación ilegal, que no es un asunto menor, sino que supone un menoscabo de la propiedad privada y de la seguridad jurídica. Esto propicia la reducción de la oferta, dada la incertidumbre que genera y, por tanto, incrementa el número de demandantes por pieza y dificulta el acceso a la vivienda.
La Ley de Vivienda, aprobada en 2023, lejos de aportar soluciones y promover la oferta de vivienda, pone trabas al alquiler, deja desamparados a los propietarios y favorece la okupación. En su primer año, esta ley ha destruido una cuarta parte de los alquileres de Cataluña, primera comunidad en la que se ha aplicado tal norma. Se está protegiendo, con la actual legislación, a quien usurpa inmuebles ajenos, que es un delito recogido en el Código Penal. La seguridad jurídica es fundamental para que generar confianza y denotar estabilidad y viabilidad, lo cual es totalmente contrario a la ocupación ilegal.
La Administración no puede desentenderse de las dificultades que presenta el acceso a la vivienda y del problema de la ocupación ilegal; al revés, debe promover políticas públicas que ofrezcan garantías para evitar que la vivienda sea un bien prohibitivo, y para impedir la okupación y la inquiokupación de inmuebles. Para cualquier persona afectada, que su vivienda sea asaltada e invadida supone un daño que debe interpelar a todas las instituciones públicas.
Ante esta situación, es el momento de que las instituciones de la Comunidad Foral de Navarra, comenzando por este parlamento, den un paso al frente y protejan a los propietarios, dotándoles de herramientas que les permitan luchar contra la okupación, y, por tanto, a los inquilinos. También jueces y policías deben contar con instrumentos para afrontar este problema. La garantía de la seguridad jurídica favorecerá, indudablemente, un incremento en la oferta de viviendas y, con ello, una bajada del precio de la misma.
En Navarra, los okupas deberían poder ser desalojados en un plazo de 24-48 horas, las penas por tal práctica deben endurecerse y ha de prohibirse que quienes llevan a cabo la ocupación ilegal se empadronen en la vivienda okupada. De este modo, se impediría que un problema que es hoy creciente en Navarra y en el resto de España se normalice y termine siendo un paradigma.
Por todo lo mencionado anteriormente, el Parlamento de Navarra acuerda la siguiente propuesta de resolución:
El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a:
1. Instar al Gobierno de España a promover la modificación de los artículos 245 y 269 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre del Código Penal, para endurecer las penas en caso de ocupación de las viviendas e inmuebles.
2. Instar al Gobierno de España a promover la modificación de la Ley 49/1960, sobre propiedad horizontal, para que se habilite a las comunidades de propietarios como personas jurídicas y puedan iniciar los procesos de recuperación de la vivienda.
3. Instar al Gobierno de España a promover la inclusión de un nuevo apartado en el apartado 4 del artículo 18 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, para evitar la inscripción en el padrón municipal de un ocupante ilegal. Solicitar que esta inscripción se considere nula y no constituya prueba de su residencia o domicilio, ni les atribuya ningún derecho. A tales efectos, los ayuntamientos darán de baja de oficio, o a instancia del propietario o poseedor real legítimo, las inscripciones en cuanto tuvieran conocimiento de ello.
4. Instar al Gobierno de España a que proponga cambios legislativos para proteger a los pequeños propietarios y acabar con la indefensión que supone la okupación.
5. Instar al Grupo Parlamentario Socialista en el Congreso de los Diputados a permitir la tramitación parlamentaria y apoyar las iniciativas legislativas encaminadas a mejorar la protección de las personas físicas o jurídicas que sean propietarios o poseedoras legítimas de una vivienda o inmueble; con el objetivo de recuperar la plena posesión de una vivienda, o parte de ella, siempre que se hayan visto privados de la misma sin su consentimiento. Así como apoyar que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado puedan desalojar las viviendas okupadas en situación de flagrante delito o, en caso de que no lo sea, en 24 horas.
6. Instar al Gobierno de Navarra a la creación de un servicio específico que coordine las acciones del Ejecutivo Foral y los entes locales para combatir la okupación.
7. Dotar de más herramientas a jueces y policías para poder luchar contra la okupación.
Pamplona, 24 de abril de 2025
El Parlamentario Foral: Javier García Jiménez
